                      DERECHO FISCAL. TEMA 10

DEVENGO Y PRESCRIPCIÓN DEL IMPUESTO. LIQUIDACIÓN Y PAGO. APLAZAMIENTO Y FRACCIONAMIENTO DE PAGO.

I. DEVENGO Y PRESCRIPCIÓN.

DEVENGO (Art. 24).

a) En las ADQUISICIONES POR CAUSA DE MUERTE Y EN LOS SEGUROS DE VIDA: el día del fallecimiento del causante o del asegurado, o cuando adquiera firmeza la declaración de fallecimiento del ausente.

En las adquisiciones producidas en vida del causante como consecuencia de CONTRATOS Y PACTOS SUCESORIOS: el día en que se cause o celebre dicho acuerdo.

b) En las TRASMISIONES GRATUITAS I-V: el día en que se cause o celebre el acto o contrato. En los SEGUROS PARA EL CASO DE SOBREVIVENCIA: cuando llegue el término en que deba sobrevivir en asegurado.

Si la adquisición de bienes está suspendida por la existencia de una condición, fideicomiso o cualquier otra limitación, se entenderá realizada el día en que dichas limitaciones desaparezcan.

PRESCRIPCIÓN (Art. 25).


La prescripción de la obligación tributaria se regula los artículos 66 a 70 LGT, estableciéndose un plazo de cuatro años, que comenzará a contarse (Art. 48 del reglamento), desde el día en que finalice el de presentación del documento, declaración o autoliquidación.

-En las ADQUISICIONES M-C Y EN LOS SEGUROS: el plazo de presentación será de seis meses, contados desde el día del fallecimiento del causante o desde aquél en que adquiera firmeza la declaración de fallecimiento.

El mismo plazo será aplicable a las adquisiciones de usufructo pendientes de fallecimiento del usufructuario, aunque la desmembración del dominio se hubiese realizado por acto i-v.

-En los demás supuestos (por ejemplo: donación), en el de 30 días hábiles, a contar desde el siguiente a aquél en que se cause el acto o contrato.


En caso de adquisiciones por causa de muerte, cabe una prorroga de seis meses más, debiendo solicitarse dentro de los cinco primeros meses del periodo de presentación, pero devengará intereses de demora.


Cuando se promueva litigio o juicio voluntario de testamentaria, se interrumpirán los plazos establecidos para la presentación de los documentos y declaraciones, empezando a contarse de nuevo desde el día siguiente a aquél en que en que se firme la resolución definitiva que ponga término al procedimiento judicial.


El artículo 68 LGT, recoge las formas de interrupción de la prescripción. Así:

a) El derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación, quedará interrumpido:

-Por cualquier acción de la Administración Tributaria, realizada con conocimiento formal del obligado tributario, conducente al reconocimiento, regularización, comprobación, inspección, aseguramiento y liquidación de todos o  parte de los elementos de la obligación tributaria.

-Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase.

-Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario conducente a la liquidación o autoliquidación de la deuda tributaria.

b) El derecho de la Administración para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas y liquidadas, se interrumpe:

-Por cualquier acción de la Administración Tributaria, realizada con conocimiento formal del obligado tributario, dirigida de forma efectiva a la recaudación de la deuda tributaria.

-Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase, por la declaración de concurso del deudor, por el ejercicio de acciones civiles o penales dirigidas al cobro de la deuda tributaria, etc.

II. LIQUIDACIÓN Y PAGO.

LIQUIDACIÓN.


Los sujetos pasivos vendrán obligados a presentar una declaración tributaria, comprensiva de los hechos imposibles a que se refiere el impuesto. No obstante lo anterior, podrán optar por presentar una autoliquidación, en cuyo caso deberán practicar las operaciones necesarias para determinar el importe de la deuda tributaria y acompañar el documento o declaración en el que se contenga o se constate el hecho imponible.


En relación a la presentación de la autoliquidación, el legislador estatal lo establecido con carácter obligatorio y desde el 1 de enero de 2004, en las CCAA de Andalucía, Castilla- León y Murcia. La implantación de la obligatoriedad de la autoliquidación para resto de las CCAA, será establecida por el Estado a medida que las CCAA vayan estableciendo un servicio de asistencia al contribuyente para cumplimentar dicha autoliquidación.


La competencia para la gestión y liquidación del impuesto corresponderá a las delegaciones o administraciones de Hacienda o, en su caso, a las oficinas con análogas funciones de las CCAA que tengan cedida la gestión del tributo.


Los plazos de presentación son los antes dichos: seis meses o 30 días hábiles, según proceda.


Si bien la obligación principal es presentar una declaración tributaria, o por el contrario, autoliquidar el impuesto (modelo 650 para las adquisiciones m-c y modelo 651 para las donaciones), debemos tener en cuenta también los deberes de determinadas personas órganos. Así, por ejemplo, los encargados del RC remitirán a los organismos de la Administración Tributaria, dentro de los primeros 15 días de cada mes, una relación nominal de los fallecidos en el mes anterior de su domicilio. Los notarios están obligados a facilitar los datos que les reclamen los organismos de la Administración Tributaria acerca de los actos en que hayan intervenido el ejercicio de sus funciones, y a expedir gratuitamente, el plazo de 15 días, las copias que aquéllos les pidan de los documentos que autoricen o tengan en su protocolo.


Además, los documentos que contengan actos o contratos sujetos al impuesto de sucesiones y donaciones, no se admitirán ni surtirán efecto, en oficinas o registros públicos sin que conste la presentación del documento a los organismos competentes para su liquidación, salvo lo previsto en la legislación hipotecaria o autorización expresa de la Administración. Los tribunales y juzgados remitirán a estos órganos, copia autorizada de los documentos que admitan en los que no conste la nota de haber sido presentados a liquidación.


Por último, para liquidar el ISD, en la modalidad de sucesiones, no es necesario hacer una escritura pública de aceptación y adjudicación de herencia. Basta para liquidar el impuesto, con hacer referencia en un papel común a la persona fallecida (certificado del RC del fallecimiento), al testamento o a que no existe (aportación de certificado de actos de última voluntad), una relación de los herederos o legatarios, de los bienes, derechos y deudas del fallecido y su valoración a efectos fiscales. En caso de autoliquidación del impuesto, se acompañara el interés oficial correspondiente donde se calculará la cuota a ingresar.

PAGO.


Si bien existen supuestos especiales de aplazamiento y fraccionamiento de pago, debemos mencionar que el sujeto pasivo podrá hacer uso del mecanismo de la solicitud de disposición de bienes de la herencia, consistente en solicitar, por ejemplo, a los Bancos, la transmisión de acciones o fondos de inversión o la disposición de cuentas bancarias, que figuraban a nombre del causante, con el fin de abonar el impuesto sobre sucesiones. De esta manera, se consigue pagar el impuesto con dinero de la herencia y se evita satisfacer el mismo con dinero de los propios causahabientes. También puede realizarse con bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español (artículo 36 de la ley).

III. APLAZAMIENTO Y FRACCIONAMIENTO DEL PAGO.


El artículo 37 de la ley establece, como norma general, la aplicación de las normas contenidas en el RGR de 20 diciembre de 1990 (que se modificó por RD de 24 de marzo de 1995, y desarrolló por una serie de OM, destacando entre las más recientes, la 157/2003, de 30 de enero, por la que se eleva el límite exento de la obligación de aportar garantía en las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento a 6.000 €).

Cabe  aplazamiento de hasta 1 año, devengándose intereses de demora, sin necesidad de constituir garantía, si no existen entre los bienes inventariados dinero o bienes de fácil realización suficientes para el pago del impuesto, que igualmente puede ser solicitado en caso de desconocimiento de los causahabientes.

Por último, cabe solicitar un fraccionamiento por un periodo máximo de 5 años, pero con la obligación de garantizar el pago, con los requisitos señalados por la norma.

Se regula un fraccionamiento de hasta 5 años como consecuencia de la transmisión por herencia, legado o donación, de empresas individuales (transcurrido el mismo, se puede fraccionar en 10 plazos semestrales consecutivos. Se abonará sólo el interés legal), o por adquisición por herencia o legado, de la vivienda habitual.

En relación con los seguros de vida, existe posibilidad de fraccionamiento, cumpliéndose determinados requisitos.
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